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Las relaciones 
interadn1inistrativas en la 
Ley 30/1992 

E
n la definición de las bases del ré­
gimen juridico de las Administra­
ciones Públicas que las Cortes Ge­

nerales han ll evad o a cabo en la Ley 
30/1992, se dedica un Título, el prime­
ro, a las relaciones interadministrativas. 
Se relacionan en el mismo los deberes 
-también llamados principios- que 
son recíprocamente exigibles de las Ad­
ministraciones Públicas cuando ejercen 
sus competencias, y se prevén posibles 
medios de acción conj unta entre ellas. 
De esta fo rma nuestro Derecho común 
cuenta ya con una ordenación de la co­
operación institucional entre las Admi­
nistraciones que algunos reclamaban. 

Se cali fican de deberes/ pri ncip ios 
los de respeto a las competencias aje­
nas, ponderación de todos los intereses 
públicos implicados en una acción ad­
ministrativa concreta, información, co­
operación y asistencia. El legislador ha 
convertido así e n norma posi tiva la 
doctrina que el Tribunal Constitucional 
ha ido construyendo desde 1982 sobre 
el carácter inherente al sistema de dis­
tribución territorial d el poder que la 
Constitución posibilita del deber gene­
ral de colaboración. Idéntica positiva-

ción de esos criterios jurisprudenciales 
se produjo en la Ley 12/ 1983, del Pro­
ceso Autonómico, en cuanto al deber 
específico de información mutua entre 
el Estado y las Comunidades Autóno­
mas (artículo 2), y en la 7 / 1985, de Ré­
gimen Local, para las relaciones de las 
Admi nistraciones del Estado y de las 
Comunidades Autónomas con las Enti­
dades locales (a rtículo 55); criterios 
que ahora deben informar las relacio­
nes entre todas las Administraciones 
Públicas. En realidad, ya eran vinculan­
tes sin excepción alguna desde su mis­
mo origen jurisprudencia!. Su inclusión 
en una ley no los ha reforzado jurídica­
mente, y no era en rigor necesaria. Se 
trata, como se ha dicho, de un mero re­
cordatorio d e la doctrina establecida 
por el Tribunal, sin que ell o signifique, 
por otra parte, su congelación. El Tribu­
nal Constitucional podrá seguir inter­
pretando el deber de colaboración sin 
tener que lim itarse a su contenido legal­
mente reconocido, y cabe que se pro­
duzcan transgresiones de ese deber que 
no supo ngan en todo caso una viola-

( 1) ENOCI 1 ALBERT!, Rovira: Relaciones en­
tre las Adrnrnistraciones Públicas, en «La nueva 
Ley de Régimen jurídico de las Administracio­
nes Públicas y el Procedimiento Administrativo 
Común». Madrid, Tecnos, 1993, pág. 53. 

ción de la Ley 30/1992 (1). Afirmarotra 
cosa sería tanto como entender que se 
está ante una norma cuya sola finalidad 
es la de señalar el único sentido, entre 
los varios posibles, que ha de atribui rse 
al deber constitucional de colabora­
ción, norma que según tiene declarado 
el Tribunal Constitucional sería incons­
titucional por estar vedada su aproba­
ción al legislador o rdinario. 

Por lo que se refiere a las fórmulas de 
encuentro entre Administraciones, úni­
camente se regulan las que pueden ser 

(2) La Administración Local -se dice en el 
apartado 1 de la Exposición de Mouvos- nene 
una regulación específica en su actual Ley de Ba­
ses que no ofrece ninguna dtficultad de adapta­
ción a los objetivos de esta Ley y que no exige 
modificaciones específicas. Y en el articulo 9 , de­
dicado a las relaciones con la Administración Lo­
cal, se contiene la siguiente rem1s1ón: «Las rela­
ciones entre la Administración General del Esta­
do o la Admin1strac1ón de la Comunidad 
Autónoma con las Entidades que integran la Ad­
ministración Local, se regirán por la legislación 
básica en materia de Régimen Local, aplicándose 
supletoriamente lo dispuesto en el presente Tí­
tulo». Es técnicamente incorrecto y contradicto­
rio hablar de bases supletorias. Unas normas que 
con arreglo al articulo 1 de la Ley son básicas y 
aplicables a todas las Administraciones Públicas 
no pueden ser al propio tiempo supletorias para 
las Entidades locales. Tanto estas bases como las 
definidas en la Ley de Régimen Local se aplican 
d irectamente a la Administración Local, sólo que 
de forma complementana e integradora. 
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unlizadas por la General del Estado y 
las d e las Comunidades Autónomas, 
quedando intactas las previstas en el or­
denamiento local vigente (2). Son dos: 
las Conferencias sectoriales y los Con­
venios de colaboración. La celebración 
de las primeras es facultativa. Pierden, 
pues, el carácter obligatorio y periódico 
que tenían en la Ley del Proceso Auto­
nómico (artículo 4 ). Otra novedad es 
que sus acuerdos pueden revestir la for­
ma de convenio. Por su parte, a los Con­
venios de colaboración se les dota de un 
régimen del que hasta el presente care­
cían, en el que por primera vez apare­
cen regulados aspectos tan importantes 
como su publicación oficial y comuni­
cación al Senado, o su control bien por 
un órgano mixto bien en vía ju risdic­
c10nal. Este régimen se aplica también a 
los convenios formalizados en Confe­
rencia sectorial. 

Cuestión de con1petencia 
sobre los convenios ele 
col abo ración 

De esta nueva normativa básica, cuyas 
líneas fundamentales quedan esbozadas, 
únicamente se va a comentar aquí, sin 
embargo, la disposición con que se inicia 
el régimen de los Convenios de colabo­
ración propiamente dichos. el artículo 
6.1 de la ley, en el que se dice que «el Go­
bierno de la Nación y los órganos <le Go­
bierno de las Comunidades Autónomas 
podrán celebrar convenios de colabora­
ción entre sí en el ámbito de sus respec­
tivas competencias». Artículo polémico 
desde su misma vigencia, y que ha sido 
una de las manzanas de la discordia sus­
citada por esta ley. 

Todo empezó con ocasión del con­
trol jurídico, prev10 a su autorización, 
de algunos convenios tramitados bajo 
el nuevo régimen. Se entendió que en 
adelante sólo el Consejo de Ministros 
puede, en principio, celebrar convenios 
de colaboración con las Comunidades 
Autónomas, esto es, que ese órgano gu­
bernamental y no otro tiene la exclusiva 

para autorizar, ames de su firma, tales 
convenios. Los mrnistros individual­
mente considerados o, en su caso, los 
presidentes de los Organismos autóno­
mos podrán suscribirlos, pero no auto­
rizarlos, a menos que se encuentren ha­
bilitados por un acto o una norma de 
delegación emanados del propio Con­
sejo de Mimstros. En apoyo de este cri­
terio restrictivo se alega que en la Cons­
titución Gobierno y Consejo de Mmis­
rros son órganos equivalentes, y que la 
Ley 1O/l983, de Organización de la Ad­
ministración Central del Estado, confir­
ma esta exégesis del texto constitucio­
nal. Aunque el legislador pudo optar 
po r una solución menos centralizada, 
como así lo hace, por ejemplo, cuando 
confiere directamente a los diferentes 
ministros la convocatoria de las Confe­
rencias Sectoriales (artículo 5.2), lo 
cierto es -se concluye- que en el caso 
de los Convenios de colaboración la 
norma atributiva de competencia es 
distinta, y se refiere tan sólo y escncta­
meme al colegio ministerial. 

Se reabre así, al hilo de esta interpre­
tación, una cuestión planteada tempra­
namente por Ignacio de Otro, el mismo 
año de la Constitución , que desde en­
tonces no ha dejado de estar presente 
en todos los estudios dedicados a ese 
singular colegio que es el órgano regula­
do en la Constitución bajo la denomi­
nación de Gobierno: «SI en nuestro de­
recho constitucional las expresiones 
Gobierno y Consejo de Ministros de­
ben ser consideradas equivalentes, o s1, 
por el contrario, el Consejo de Mmis­
tros sería una de las posibles formacio­
nes colegiales del Gobierno, distinta de 
éste, considerado en pleno» (3). Pues 
bien, el resultado que arroja esta reíle-

( 3) IGNACIO DE OTTO Y PARDO La po.11-
cii\11 co11\llturnma/ del Goli1e1110. Terminado en d1-
c1embrc de 1978. este trabajo se publicó en 
1980 en el n ° 188 de «Dornmcnwc.:1ó11 Ac.hrn-
111strauva•. La cita está tomada de 1,1 pág. I 44 El 
Colncnw de JUAN PEREZ FRAí\CESCI I es la úl­
uma de las obras públicas sobre el tema (Madnd, 
Ternos, 1993). 

x1ón permanente sobre la composición 
constitucional del Gobierno no es um­
forme. Hay autores que, en efecto, en­
tienden que Gobierno es igual a Conse­
JO de Ministros. Pero también los hay 
que defienden la tesis opuesta de que es 
posible distinguir en la Co nstitució n 
entre uno y otro. Y todavía existe una 
opinió n intermed ia según la cual hoy 
por hoy, a la vista de lo establecido en la 
citada Ley ele O rgamzac1ón ele la Aelm1-
nistración Central del Estado, el Go­
bierno es un órgano que junto con su 
presidente y vicepresidente(s) sólo está 
integrado por ministros; lo que, sin em­
bargo, no impide que en el futuro pue­
da darse otro contenido a la ley regula­
dora de los miembros del Gobierno 
prevista en el artículo 98. l de la Cons­
titución, y se configure a éste como una 
formación colegial más amplia, de com­
posición no exclusivamente ministerial, 
en la que tengan entrada otros cargos. 
No existe, por ramo, una opinión co­
mún sobre esta cuestión, que permane­
ce abierta. Por otra parte, aunque se 
aceptara que la única interpretación 
p laus ibl e de la Co nstitución en este 
punto es la que defiende la idenndad 
entre Gobierno y Consejo de Ministros, 
todavía habría que probar que cuando 
el legislador de 1992 habla de «Gobier­
no de la Nación» lo hace también desde 
la misma perspectiva o rgánica. La con­
clusión a que se llegara en la investiga­
ción sobre qué sea Gobierno en la 
Constitución, desde el punto de vista de 
su composición y organización, no era 
trasladable sin más a la exégesis del pre­
cepto que se comenta. Antes habría que 
mostrar de forma convincente que los 
autores de la ley se mueven en ese mvel 
de ordenación y participan igualmente 
de idéntica opinión sobre la Constitu­
ción. Ello obliga, si no se quiere realizar 
un salto en el vacío que sería inadmisi­
ble desde el punto de vista lógico, a res­
titui r el precepto en cuestión a su pro­
pio marco normativo. Los usos de la ar­
gumentación jurídica exigen una 
indagación del espíritu y la letra de la 
ley 
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El espíritu y la letra 
de la Ley 

En este caso, el camino más directo 
para conocer la voluntad del legislador 
no es otro que la lectura de la Exposi­
ción de Motivos de la ley, particular­
mente de su apartado 1. En la misma se 
afi rma que la Constitución , a d iferencia 
de lo que ocu rría en el régimen auto­
crático precedente, configura al Gobier­
no de la Nación como un órgano emi­
nentemente político que dirige la Admi­
nis t ració n y eje rce la po tes tad 
reglamentaria, recupera para el Gobier­
no el ámbito político de la fu nción de 
gobernar, y sub ordina la Admini stra­
ción a la acción política de dirección del 
Gobierno. Qued a claro en este texto 
que la consideración funcional del Go­
bierno, y no su estricta consideración 
o rgánica, es la que va a informar prefe­
rentemente el articulado d e la ley. Se 
asume así una línea doctrinal que, den­
tro de la regulación consti tucional del 
Gobierno, ha puesto el acento sobre esa 
función de gobierno, entendida como 
dirección de los asuntos públicos, capa­
cidad de impulso e innovación; en una 
palabra como acción política (4) . Y no se 
trata -como pod ría argüirse en con­
tra- de exp resiones retóricas que no se 
traducen después en disposiciones. La 
actuación subordinada de las Adminis­
traciones Públicas a la «dirección del 
Gobierno de la Nación, de los órganos 
de gobierno de las Comunidades Autó­
nomas y de los correspondientes de las 
Entidades que integran la Administra­
ción Local» aparece recogida expresa­
mente entre los p rincipios generales de 
la ley (artículo 3.3). Esta es, pues, la cla­
ve interpretativa de aquell os de sus pre­
ceptos en los que se hace referencia a 
órganos de gobierno. Por ello artículos 

(4) Ha s ido LUIS LOPEZ GUERRA quien con 
mayor rigo r ha estudiado la dimensión directiva 
de las atribuciones gubernamentales. Especial­
meme útil es su trabaj o Fwiciones del Gobierno y 
dh·ección política publicado en «Documcncación 
Administrativa» 215 ( l 988) 15-40. 

como los dedicados a la regulación de 
las Conferencias sectoriales (artículo 5) 
y a los Convenios de colaboración (ar­
tículo 6) no pueden ser equiparados a 
normas atributivas de competencia en 
sentido estricto. Que en d ichos artícu­
los no se habilita de forma cerrada a ór­
ganos concretos se deduce también de 
que en ellos se habla indistintamente de 
Gobierno de la Nació n u órga nos de 
Gobierno de las Comunidades Autóno­
mas, y de ministros, titulares de ó rga­
nos de gobierno o, en general, de ó rga­
nos que celebran un convenio. Esta in­
determinación pone de manifiesto que 
lo importante para el legislado r es ex­
presar que la utilización de los instru­
mentos de colabo ración interadminis­
trativa no escapa a la función d irectiva 
que corresponde al Gobierno como ór­
gano político d istinto de la Administra­
ción. En el caso del Estado, la celebra­
ción de conferencias o convenios ha de 
estar al servicio y constituir el medio de 
una determinada polí tica au tonómica, 
de la cual suele hacerse una primera de­
finición en el discurso de investidura 
del presidente del Gobierno, que luego 
toma cuerpo en el seno del colegio gu­
bernamental o con ocasión de la com­
parecencia de los ministros ante los ór­
ganos parlamentarios, en particular la 
del titular del Departamento encargado 
de llevar a cabo esa política (5). Por ello 
cuando la Administración d el Estado 
utilice uno de esos instrumentos ha de 
hacerlo sin romper la coherencia de la 
política del Gobierno en materia de re­
laciones de colaboración con las Comu­
nidades Autónomas. Esto es lo que, res­
pecto de los Convenios d e colabora­
ción , se d ice en el prece p to legal 
controvertido. La ley se mueve en ese 
plano general de naturaleza política, sin 
descender a ninguna designación orgá-

(5) Corresponde al Ministerio para las Ad­
mmistraciones Públicas •la preparación y ejecu­
ción de la polít1ca del Gobierno en las relaciones 
con las Comunidades Autónomas» (Real Decre­
to 1519/ 1 986, de 25 de juho, artículo 3) 

n ica concreta. Cuando en ella se men­
ciona al Gobierno de la Nación no se es­
tá legalizand o, p ues , esa p retend ida 
identificación que la Constitución ope­
raría, según algunos, entre Gobierno y 
Consejo de Ministros. Desde el punto 
de vista o rgánico, sólo se emplea u na 
fó rmula indete rminada: «los órganos 
q ue celebra n el convenio» (a rt ículo 
6.2). Cuáles sean éstos en el ámbito de 
la Administración estatal depende de lo 
que al respecto se determ ine. Actual­
mente las reglas aplicables son las esta­
blecidas por el Gobierno en el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 2 de marzo 
de 1990 (6 ), en las que se prevé un pro­
cedimi ento de autorización por la Co­
misión Delegada del Gobierno para Po­
lírica Autonómica, y la suscripción de 
los convenios por los Departamentos 
Ministeriales y los O rganismos autóno­
mos, así como por las Entidades de la 
Segurid ad Social, reglas que, aunque 
otra cosa se haya sostenido, no precisan 
de adecuación alguna a la Ley 30/ l 992, 
con la que, según lo dicho, concuerdan 
perfectamente. 

A este razonamiento fu ndamental 
puede añadi rse que si se admitiera que 
para el legislador el Gobierno de la Na­
ción es el Consejo de Ministros, habría 
que defender igualmente que cuando a 
continuación menciona a los órganos 
de Gobiern o de las Comunidades Autó­
nomas se estaría refiriendo en concreto 
a sus Consejos ejecutivos, pues, de un 
lado, las pautas de la interpretación gra­
matical exigen que dentro de un mismo 
texto las expresiones equivalentes ten­
gan idéntico significado, y, de otro, la 
p ráctica normal reclama que las partes 
se concierten al mismo nivel jerárquico. 
Pero designar qué órgano de las Comu­
nidades Autónomas es el competente 
para convenir con el Estado, sería con-

(6) Publicado en el Boletín Oficial del Escado 
del 16 de marzo 

(7) Véanse, emre otras, las Semenc1as del 
Tn bunal Constitucional 186/1988 (Fundamen­
tos ju rídicos -t y 5) y 103/ 1989 (Fundamemo 
jurídico 7). 



[rario a su capacidad de amoorganiza­
ción; es algo que las Cortes Generales 
no pueden hacer sin incurrir en incons­
ti[ucionalidad por incompetencia (7). 

Por otra parte, como, según la ley, el ám­
bito de colaboración es el de las compe­
tencias propias de los órganos que cele­
bran el convenio, si fuera el Consejo de 
Ministros el único habilitado para ello, 
los asuntos sobre los que versarían los 
convenios de colaboración serian siem­
pre los relativos a las competencias que 
la Constitución o las leyes le atribuyen; lo 
que, sin embargo, no ha ocurrido en la 
práctica. Este [ipo de acuerdos está pen­
sado para el ejercicio pactado y comrac­
mal de competencias menos elevadas. 
Por ello puede concluirse que es cabal­
mente el Consejo de Ministros el órgano 
menos indicado para ser el titular de es­
ta competencia. 

Habría que señalar, por último, que 
normas como la que aqui se comenta, en 
las que se menciona al Gobierno de fo r­
ma genérica, como centro de imputación 
politica, como director de la política es­
tatal, y no como un órgano habilitado pa­
ra realizar materialmente una tarea con­
creta, no son infrecuentes en nuestro or­
denamiento. Así, y sin salirse del tema de 
las relaciones interadministrativas, en el 
ya citado artículo 2 de la Ley del Proceso 
Autonómico se dice [ambién que el Go­
bierno podrá recabar de los órganos de 
las Comunidades Amónomas la infor­
mación que precise sobre la actividad 
que éstas desarrollen en ejercicio de sus 
propias competencias, y a nadie hasta 
ahora se le ha ocurrido pensar que toda 
la información mutua entre las Adminis­
traciones estatal y autonómica tiene que 
pasar necesariamente por el Consejo de 
Minis[ros o que se precise una delega­
ción expresa de és[e para que otros ór­
ganos puedan solicitar los datos que es­
ümen necesarios. • 

Rafael Gil Cremades 
Subdirector General de Seguimiento 

Normativo. 
Ministerio para las Administraciones 

Públicas 
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